
 

Actualidad Internacional Sociolaboral nº 205 

 
 

25

FRANCIA 
COMENTARIO GENERAL 
 
El mes de septiembre lo inaugura la alcaldesa de París, Anne Hidalgo, 
anunciando la apertura de centros de atención a los refugiados. Un centro 
humanitario de 400 a 600 plazas abrirá sus puertas en octubre, en un solar 
perteneciente a la Red de Ferrocarriles Franceses (SNCF) ubicado en el distrito 18 
de París. Anne Hidalgo, detalló cómo piensa sacar adelante este reto que lanzó el 
31 de mayo pasado. Su objetivo es no ver cómo centenares de personas se hacinan 
en campamentos en las calles de la capital y escenas de desahucio que se repiten 
en los barrios del Norte de París. 
 
A unos días de su prevista para finales de septiembre o principios de octubre, el 
centro humanitario de París se anuncia como un lugar innovador y modulable. Se 
instalará en un almacén de la SNCF, en el número 70 del boulevard Ney (distrito 18) 
y su instalación costará 5.200.000 euros a la municipalidad de París (no a la Alcaldía 
del distrito 18) y 1.330.000 al Estado. 
 
Para responder a las limitaciones impuestas por el lugar y a las necesidades 
específicas de este grupo de personas sin apartarse del pliego de condiciones del 
ayuntamiento de París, los arquitectos han previsto una disposición en dos partes: 
 
1) El lugar estará organizado en torno a una burbuja hinchable de PVC tejido, 
que será el Espacio de acogida, con ocho islotes de contenedores marítimos 
organizados en zonas de distintos colores y colocados en las dos plantas de un 
edificio de cemento que ya existe. En dichos contenedores dormirán los hombres 
que viajan solos. Emaús Solidaridad será el operador de este lugar, que acogerá a 
400 personas desde su apertura, pero cuya capacidad de acogida irá hasta 600. 
 
Desde hace años la asociación Emaús Solidaridad acompaña a los exiliados en las 
calles de la capital francesa y ha sido escogida por su pericia y su capacidad 
innovadora. Y como para ésta no existe ningún campo de acogida satisfactorio, ha 
eliminado todo lo que rechaza en estos centros y ha partido de ahí. Por lo tanto, no 
habrá filas de contenedores (como en Calais) sino verdaderos espacios para vivir, 
con Wi-Fi en los comedores. Cada uno de los ocho islotes está previsto para unas 
50 personas, con seis duchas y baños. Los migrantes dormirán por grupos de cuatro 
y tendrán a su disposición un armario y un enchufe eléctrico.  
 
Según explica el ayuntamiento de París, el recorrido del campo humanitario 
comenzará en la burbuja. Los migrantes que lleguen a París serán acogidos en este 
espacio abierto los siete días de la semana, desde las ocho de la mañana hasta las 
20 horas. Recibirán una tarjeta nominal, se beneficiarán de un tiempo de descanso, 
una comida y, aquellos que lo deseen, de un diagnóstico médico llevado a cabo por 
el SAMU en el exterior del campo, en contenedores específicos. 
 
2) La Ciudad de París asumirá el 50% del coste del funcionamiento del polo 
“Acogida de día”,o sea, 1.200.000 euros anuales. El resto será cubierto por el 
Estado, que pagará, principalmente, la totalidad del coste del polo “Alojamiento”. 



 

Actualidad Internacional Sociolaboral nº 205 

 
 

26

Globalmente, el presupuesto anual de funcionamiento (no de instalación) está 
evaluado en 8.600.000 euros, es decir, 40,00 euros por persona y por día. 
 
Como complemento de este lugar, otro espacio específicamente pensado para las 
familias va a ser acondicionado en la ciudad de Ivry sobre el Sena, departamento del 
Valle del Marne, en las afueras de París. Padres e hijos serán acompañados hasta 
ahí después de haber sido acogidos en la burbuja del boulevard Ney. Este segundo 
campo humanitario abrirá a finales de año; ofrecerá 300 plazas y constará de 
espacios familiares y espacios para cocinar.  
 
La duración media de la estancia en este campo no debería exceder una semana, el 
tiempo de descansar y de dirigirse hacia el dispositivo que mejor corresponda a la 
situación de cada refugiado o familias refugiadas. 
 
El Estado ha prometido crear plazas de forma masiva en centros de acogida y 
orientación (CAO) y en centros de acogida para solicitantes de asilo (CADA), para 
recibir a los candidatos al estatuto de refugiado, con el fin de descongestionar la 
capital y evitar la embolia del campamento. 
 
Desde el verano 2015 centenares de migrantes acampan en las calles de París. El 9 
de junio 2015 la alcaldesa de París ya informó sobre su decisión de protegerlos 
creando una casa de los migrantes, proyecto que fue rechazado por el Gobierno. 
Pero, un año más tarde, el plan del ministerio del Interior no ha permitido absorber 
los campamentos recurrentes instalados en las aceras. Anne Hidalgo ha anunciado 
pues la apertura de este lugar humanitario y el Gobierno ha preferido unirse a una 
alternativa que no puede impedir antes que dejar que la primera ciudad de Francia 
vaya por libre. 
 
Mientras llega la apertura de dichos campamentos humanitarios, el ambiente es muy 
tenso en la capital. La Prefectura de Policía de París no ha dejado de dispersar 
durante todo el verano a los migrantes con el fin de evitar los campamentos. Y la 
distribución masiva de obligaciones de abandonar el territorio francés (OQTF) y la 
dificultad para presentar una solicitud de asilo en la capital han exasperado a las 
asociaciones. Por su parte, la Prefectura de París  y de la región resaltan los 15.000 
propuestas de alojamiento hechas a los migrantes desde junio de 2015. 
 
Sin embargo, el lunes 5 de septiembre, en una carta dirigida a los ministros del 
Interior y de la Vivienda, los alcaldes de los distritos 10 y 19 de París deploraban 
todavía la presencia de “los campamentos de la vergüenza” en sus distritos. 
 
Y tras los centros de acogida, se habla del “muro anti inmigrantes” que 
Londres está construyendo en la ciudad de Calais, de 4 metros de altura, para 
disuadir las tentativas masivas de intrusión de los migrantes desde “la Selva”, en la 
que sobreviven, según las fuentes, de 7.000 a 10.000 refugiados. 
 
Las obras preparatorias se iniciaron a finales de agosto y deberían durar 16 
semanas y estar terminadas antes de finales de año. Este muro “anti ruido, anti 
intrusión” está siendo construido a lo largo de la carretera nacional nº 216, a ambos 
lados de la misma. Éste prolonga la valla construida entre el puerto de Calais y el 
puente de Gravelines, que cerca el campamento de los refugiados. Dicho muro de 
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cemento, equipado con cámaras de vigilancia y un sistema “anti paso, tipo OTAN”, 
ha sido cubierto con plantas en su lado interno, pero no en su parte exterior para 
evitar, según los técnicos de la dirección interdepartamental de Carreteras de la 
región norte (DIR-Nord), “que los migrantes puedan escalarlo”.  
 
Financiación británica 
 
Su coste, de 3.200.000 de euros, es financiado por el Estado británico y es el 
resultado del trabajo de los comités franco-británicos que, desde hace varios meses, 
vienen reuniéndose para estudiar el fortalecimiento de la seguridad de los puertos y 
del Eurotúnel, puntos clave de paso a Gran Bretaña.   
 
También han sido los ingleses los que en el marco del “Plan Cazeneuve” (apellido 
del ministro del Interior francés, Bernard Cazeneuve) financiaron en 2015 la 
alambrada instalada a lo largo de la vía de circunvalación portuaria, por un coste de 
15.000.000 de euros, así como el edificado en su prolongación, en junio este año, 
por valor de 770.000 euros. 
 
Petición anti muro en Internet 
 
El simbolismo de tal infraestructura, y también su envergadura en el plano visual, no 
han dejado de originar protestas por parte de los defensores de los derechos de los 
migrantes, asociaciones o militantes de “No Border”. En Inglaterra se ha lanzado una 
petición en contra de la construcción del muro, en Internet, pero según el director 
general del puerto de Bolonia-Calais, Jean-Marc Puissesseau, promotor de este 
proyecto de construcción del muro, es “una satisfacción”, “la esperanza de 
protegerse mejor de los asaltos de los migrantes” y de “contemplar el futuro con más 
serenidad”. Si en los próximos meses las autoridades no desmantelan “la selva”, el 
Sr. Puissesseau pediría entonces al Gobierno francés la “realización total del muro 
hasta la autopista A16”. 
 
La segunda semana de septiembre finaliza con el tema de los trabajadores 
desplazados y la presión que la ministra de Trabajo, Myriam El Khomri, trata de 
mantener sobre Bruselas, a donde se desplazó el viernes día 9 para convencer a 
Marianne Thyssen, comisaria europea encargada del Empleo, de avanzar en su 
proyecto de revisión de la Directiva relativa al trabajo desplazado, tema explosivo en 
los países de Europa del oeste. Según la ministra El Khomri, se trata ahora de 
mantener la presión sobre un texto que en París se estima lejos de la realidad. 
 
En el mes de marzo pasado, Marianne Thyssen propuso cierto número de medidas 
que debían disminuir las situaciones de competencia desleal; principalmente, 
cuando a los trabajadores desplazados, que ya están sometidos a un salario mínimo 
en el país al que han sido enviados, tengan los mismos derechos que los 
“nacionales” en materia de pagas extraordinarias, pluses y primas, o ventajas de 
sector.  
 
Pero la comisaria belga no ha modificado el principio fundador del trabajo 
desplazado, a saber, que las cargas sociales se abonen en el país de origen del 
trabajador desplazado. La oposición de los países del este, grandes proveedores de 
trabajadores desplazados, no ha tardado en protestar, utilizando el procedimiento 
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denominado del “cartón amarillo”, que raras veces se ha utilizado y que deniega a 
Bruselas el derecho a estatuir sobre el tema. Sin ningún éxito. 
En este contexto, Francia quiere cazar las empresas o sociedades “buzón”, que no 
respetan las fronteras, especificando los criterios que permiten separar las 
sociedades que ejercen una actividad sustancial, de las otras.  
 
Myriam El Khomri también trató del fortalecimiento de los derechos de los 
trabajadores desplazados; por ejemplo, evitar que el alquiler de un alojamiento 
insalubre sea deducido de la paga del trabajador desplazado. La ministra también 
empuja a favor de una mayor cooperación entre las distintas administraciones 
nacionales. 
 
El pulso con Varsovia, Praga o Sofía se anuncia todavía muy largo, pero ello no 
impide que Francia actué multiplicando los controles. En la actualidad se cuentan 
1.500 al mes en término medio, tres veces más que hace un año. En este mismo 
periodo se han puesto 600 multas por falsa declaración de desplazamiento, lo que 
supone 3.200.000 euros. Con la reducción de las cargas que pesan sobre los 
salarios bajos de los trabajadores en Francia, las diferencias con relación a los 
trabajadores desplazados han disminuido.  
 
Ocho meses después de ser anunciado por el presidente de la República, el plan de 
500.000 cursos de formación suplementarios destinados a los demandantes de 
empleo va a dar comienzo. Todas las regiones, menos Auvernia-Rhône-Alpes, han 
firmado convenios con el Estado indicando qué clase de formaciones van a impartir, 
comprometiéndose con objetivos y poniéndose de acuerdo con Pôle emploi para la 
ejecución concreta sobre el terreno. 
 
Todas las licitaciones ante los organismos han sido aceptadas y, según la 
Asociación de regiones de Francia, la implementación del plan ha alcanzado, 
globalmente, el 60% siendo el mejor alumno la región del Gran Este (el 97%). Los 
poderes públicos, que este verano ya han efectuado algunos adelantos, van a “dar 
salida” a los 1.000 millones de euros anunciados. 
 
Tal y como está concebido, el plan está destinado a aquellas personas que más 
dificultades experimentan para encontrar trabajo: jóvenes sin ninguna cualificación, 
demandantes de empleo de larga duración y séniores. Las necesidades de 
formación no son pues las mismas en todos estos perfiles: un joven sin cualificación 
necesitará varios módulos de formación con una buena dosis de orientación para 
convertirse en alguien “empleable”, mientras que una formación corta será suficiente 
para un senior, que necesita más confianza que experiencia. 
 
Como la curva del paro empieza a revertirse -aunque modestamente- el Ejecutivo ha 
puesto grandes esperanzas en este plan que, tarde o temprano, terminará 
duplicando el número de las formaciones realizadas este año. Aunque exacerbe la 
polémica, pues los demandantes de empleo en formación no forman parte de las 
listas del paro y algunos sospechan una voluntad oculta de embellecer el cuadro, 
aunque la maquinaria se sature: para evitar beneficios adicionales el ministerio de 
Trabajo ha “impuesto” que las regiones, que tienen en sus manos la formación 
profesional desde la ley de 2014, cierren todas las formaciones previstas antes de 
iniciar  nuevas, financiadas con los 1.000 millones de euros del plan.   
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Por su parte, el presidente de la República alabó la “dinámica” de dicho plan de 
500.000 formaciones, y relanzó, el 12 de septiembre, otra parte importante de su 
plan de “emergencia” para el empleo, anunciado a principios de año: duplicar el 
número de demandantes de empleo formados, pasando de 500.000 a 1.000.000.  
 
El número de personas en formación ha aumentado “en un 70% entre diciembre 
2015 y agosto 2016”, y “en el primer semestre, las entradas efectivas en formación 
afectan a 400.000 demandantes de empleo”, manifestó François Hollande, 
declarándose muy comprometido con “la calidad de estas formaciones”. “No existen 
cursillos de prácticas “parking””, aseguró para responder a aquellos que, al igual que 
Laurent Wauquiez, único presidente de región (Rhône-Alpes) que no ha querido 
participar, le acusan de reducir artificialmente las cifras del paro. Y la ministra de 
Trabajo, Myriam El Khomri, pondera: “Este inicio del curso es crucial pero vamos por 
buena vía”. 
 
Con ello, François Hollande ha tratado de convencer que no está equivocado y, 
también, de “subrayar la coherencia de esta acción”. El presidente, que cuenta con 
estas 500.000 formaciones suplementarias para aumentar la baja del paro y salvar 
su candidatura a las próximas elecciones presidenciales, ha celebrado “la ambición” 
de su política, desde la reducción de las cargas hasta la Cuenta personal de 
actividad (CPA). “La economía se está recuperando […]. 120.000 empleos netos han 
sido creados entre junio 2015 y junio 2016”, ha recalcado, afirmándose “movilizado 
para el crecimiento y la creación de empleo”. 
 
Y por decimocuarta vez desde el mes de marzo, los oponentes a la ley de la 
reforma laboral, que fue promulgada el 8 de julio pasado a pesar de las huelgas y 
otras manifestaciones organizadas a ritmo desenfrenado entre los meses de febrero 
y julio, convocaron una manifestación para el 15 de septiembre. Esta 
movilización, convocada por la CGT, Fuerza Obrera, FSU, Solidarios, Unef, UNL y 
FIDL, no ha cambiado nada. Sin embargo, los detractores de la ley no desisten: 
continúan pidiendo su abrogación pura y simple o, al menos, que no se aplique. 
 
Según Philippe Martínez, líder de la CGT, “el proyecto de ley no era bueno en 
primavera y la ley no es buena en el otoño; por lo tanto, seguimos movilizados”. Y el 
Sr. Martínez, al igual que su aliado circunstancial, Fuerza Obrera, desea ahora dar la 
estocada en el terreno jurídico. El discurso es el mismo en Fuerza Obrera: “Vamos a 
luchar en todos los frentes. Algunas veces es mejor utilizar el Consejo Constitucional 
y otras la OIT e incluso el Tribunal de Justicia Europeo, confirma Didier Porte, 
secretario confederal encargado de las cuestiones jurídicas. 
 
El primer ángulo de ataque no plantea ninguna duda a las dos centrales sindicales: 
Tratarán cuestiones prioritarias de constitucionalidad. Los parlamentarios ya 
recurrieron en julio al Constitucional, que sólo censuró algunas disposiciones 
segundarias de la ley y no se expresó sobre los dos temas que cristalizaron la 
oposición al texto –la reversión de la jerarquía de las normas en materia de duración 
de la jornada laboral y el despido por causas económicas- dejando la puerta abierta 
a las cuestiones prioritarias de constitucionalidad (QPC) (en derecho francés es un 
procedimiento de control de la constitucionalidad de las leyes ya promulgadas). 
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Pero los sindicatos saben que para presentar una QPC, la ley debe de estar en vigor 
y una de sus disposiciones aplicada, particularmente, a los trabajadores. Por lo 
tanto, las centrales sindicales han decidido “centralizar los procesos y asumir los 
recursos de los trabajadores”. La CGT va a redactar una guía sobre los recursos 
posibles en contra de la ley. 
 
Además del Consejo Constitucional, FO está planteándose la cuestión del Tribunal 
de Justicia Europeo aduciendo que la ley contraviene las directivas europeas en 
materia de salud y seguridad, principalmente la relativa a la jornada de trabajo. 
 
Pero todas las miradas se orientan hacia la OIT. Los sindicatos quieren atacar la ley 
ante esta institución de la Naciones Unidas porque “contraviene a la libertad 
sindical”. En su visor, dos recriminaciones: la primera porque estiman no haber sido 
consultados durante la elaboración de la ley, lo que “infringe el convenio de la OIT 
de 1998”, y luego, la disposición contenida en el texto sobre la posibilidad de poder 
recurrir a un referéndum de empresa elude, según ellos, la libertad sindical e infringe 
los convenios. 
 
Tras la movilización del día 15 en contra de la ley El Khomri, los oponentes van a 
poder centrarse en la publicación de los numerosos decretos sin cuales las 
127 medidas de la reforma laboral no podrán entrar en vigor. Y ya han prometido 
llevar adelante una guerrilla jurídica incansable. 
 
Los partidarios del texto ya han pedido a la ministra de Trabajo que no pierda el 
tiempo y publique dichos decretos rápidamente. Y el Gobierno ha prometido que sí, 
aunque el calendario publicado en el Journal Officiel es muy apretado.  
 
Algunas medidas de la ley, tales como la ayuda a la búsqueda de un primer empleo 
o el fortalecimiento de los medios de los sindicatos ya son aplicables desde su 
promulgación en agosto. Pero las medidas restantes deberían empezar a aplicarse 
este mes, con los primeros decretos sobre la validación de los conocimientos 
adquiridos con la experiencia (VAE). 
 
Pero a partir del mes que viene es cuando se espera la mayor parte de los textos 
reglamentarios. Este es el caso del famoso artículo 8, ex artículo 2, que otorga la 
primacía a la empresa en materia de negociación sobre las cuestiones relativas a la 
organización del trabajo: derogación a la duración de la jornada laboral, que no 
podrá exceder 10 horas; duración mínima del descanso diario en caso de aumento 
excepcional de trabajo o modalidades de información de información de los 
trabajadores en relación con las permanencias: por lo que respecta a este artículo, 
que ha cristalizado la oposición a la reforma, todo debería quedar fijado en un mes. 
 
También ha sido prometido para el mes de octubre el decreto relativo al muy 
sensible referéndum de empresa para la validación de los acuerdos, y también el 
batallón de textos que harán posible la aplicación del artículo 9 sobre vacaciones y 
permisos. El resto debería extenderse hasta el mes de enero 2017 y finalizar con las 
modalidades de creación de una base de datos de los acuerdos (artículo 16), de 
carácter nacional. 
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Si se respeta el calendario, trabajadores y empresas podrán apropiarse la reforma 
rápidamente. A partir de diciembre por lo que respecta a la nueva normativa sobre el 
despido por causas económicas, y contra la cual los oponentes al texto todavía van 
a contra corriente. No es pues imposible que los primeros contenciosos surjan con 
mucha rapidez. Ello podría alimentar la campaña de las elecciones presidenciales.  
 
Del lado de los nuevos derechos, los trabajadores deberían disponer desde el mes 
de enero del derecho a la desconexión y de una cuenta personal de actividad -que 
agrupará la cuenta personal de formación, la cuenta de penosidad y una nueva 
cuenta de compromiso ciudadano. Por su parte, los trabajadores autónomos 
deberán esperar un año más. 
 
La prefectura del Paso de Calais espera poder evacuar a 2.000 refugiados de la 
“Selva”. La prefecta del Paso de Calais dice haberse aprendido la lección tras el 
desmantelamiento de la “Selva”, en febrero pasado. Fabienne Buccio sabe que 
todos los voluntarios a la marcha deben ser rápidamente tomados a cargo, antes de 
que cambien de opinión. “Quiero disponer de un máximo de autocares para que 
todos los migrantes que lo deseen puedan marcharse enseguida. Vamos a instalar 
una cámara de salida desde la cual ya no será posible volver a entrar en la “Selva” y, 
a partir de la cual, dirigiremos a cada apersona y a cada familia con el mayor 
cuidado posible, hacia el centro de acogida que mejor convenga a su situación”, 
afirma.  
 
En efecto, algunos centros de acogida y orientación (CAO) disponen de viviendas 
bastante grandes para acoger a las familias y otros de dormitorios para hombres 
solos. “En ningún caso alojaremos a la gente en gimnasios”, recalca la Sra. Buccio. 
Esta fórmula, que se utiliza en Isla de Francia no ha sido, hasta ahora, muy 
convincente y los exiliados han retornado a los campamentos. 
 
La prefecta pide, además de una acogida digna, suficientes autocares para evacuar 
a 2.000 personas desde las primeras horas del inicio de la operación, aunque ésta 
dure “una semana” según ciertos observadores. “Al subir al autocar cada uno deberá 
indicar su nombre, edad y su nacionalidad” -recuerda Fabienne Buccio- con objeto 
de que cuando lleguen a su destino las asociaciones sepan a quien van a acoger”. 
El trayecto de cada autocar será planificado y preparado con anterioridad. 
 
Zonas de 600 refugiados 
 
El 1 de septiembre, el reparto preveía que el contingente de refugiados más 
importante fuese dirigido hacia la región Auvernia-Rhône-Alpes (1.800). Nueva 
Aquitania y Occitania debían asumir 1.400 cada una. Estos datos representan el 
número de plazas que el Gobierno quisiera imponer a las regiones. Por ahora, 
Auvernia-Rhône-Alpes sólo ha liberado la cuarta parte, Nueva Aquitania un tercio y 
Occitania la quinta parte. 
 
Mientras tanto, y para que la evacuación se desarrolle de la mejor manera posible, la 
Sra. Buccio ha peinado el campamento; lo ha dividido en zonas de 600 refugiados 
que serán vaciadas una por una después de la marcha de los voluntarios. 
“Pediremos a cada uno que desmonten su tienda de campaña antes de marchar”, 
dice la prefecta, que quiere evitar al máximo imágenes de destrucción de hábitat. 
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Las mismas que durante la evacuación de la zona sur fueron retransmitidas por las 
televisiones del mundo entero. Ello marcó la pauta de la operación e impidió que el 
ministerio del Interior aprovechase para continuar con la evacuación de la parte 
norte de la “Selva”. 
 
La prefecta, que reunió a las asociaciones el 1 de septiembre, espera convencerlas 
para que trabajen con ella y persuadir a los exiliados de que abandonar la “Selva” va 
en su propio interés. No obstante, existe una incógnita: Quiénes serán conducidos a 
los centros de retención administrativa (CRA). En noviembre de 2015 se reservaron 
plazas en siete CRA, en Francia. En esa época hubo tantos refugiados en centros 
de retención como en centros de acogida. 
 
Integración de los migrantes: Francia a la cola de los países de la OCDE. 
Comentando el informe de la Organización, “Perspectivas de las migraciones 
internacionales 2016”, su secretario general Ángel Gurría marca la pauta: “Los flujos 
de migrantes son positivos para las economías de los países de acogida. Nuestro 
desafío más grande es su integración”. Este informe fue desvelado el lunes 19 de 
septiembre en “una reunión de alto nivel para gestionar los movimientos masivos de 
refugiados y migrantes” celebrada en Nueva York entre los jefes de Estado y de 
Gobierno, al margen de la ONU. 
 
Justo cuando la crisis de los migrantes ha puesto en peligro la cohesión europea y 
multiplicado las escaladas populistas nacionales, la cuestión del impacto económico 
de las migraciones ya sean por causas económicas, humanitarias o familiares- 
continúa siendo un tema candente. Y Francia no se queda atrás. Temor por el 
empleo, angustia por la seguridad con fondo de amenaza terrorista, rechazo en las 
ciudades que deberían acoger a los refugiados, etc. La desconfianza persiste y las 
dudas se multiplican.  
 
Y ello incluso en periodo de paro de masa. Según la OCDE, el 28% de las entradas 
en el empleo en profesiones dichas “en declive” (artesanía, etc.) corresponden a 
migrantes, frente al 15% en las profesiones más cualificadas, con crecimiento. “La 
inmigración responde a necesidades no provistas”, subraya Jean-Christophe 
Dumont, jefe de la división de las Migraciones internacionales en la OCDE. 
 
En materia fiscal “los migrantes contribuyen más en impuestos y cuotas sociales de 
lo que perciben en prestaciones individuales”, indica el Sr. Dumont. Argumento que 
en Francia hay que relativizar pues el país cuenta más inmigrados mayores, 
procedentes de llegadas más antiguas. El efecto en Francia es neutro, 
“contrariamente a lo que ocurre en la mayoría de los otros países de la OCDE, 
donde los migrantes son jóvenes y utilizan poco los fondos de pensiones o de 
enfermedad, nuestras sociedades envejecidas los necesitan”, subraya Ángel Gurría. 
Sobre todo que las migraciones recientes no tienen nada que ver con el perfil del 
refugiado poco educado: el 40% de los refugiados sirios han terminado sus estudios 
segundarios y el 15% sus estudios superiores.  
 
Pero aunque los economistas están serenos, la cuestión continúa siendo 
“inflamable”. Francia registró el año pasado 73.500 demandantes de asilo, 
mayoritariamente ciudadanos sudaneses, sirios y kosovares, lo que corresponde a 
un… 0,1% de la población. Y esta alza es debida a los esfuerzos de las autoridades 
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para convencer a los inmigrados para que se queden en Francia en lugar de 
continuar hacia el Reino Unido. 
 
Un estudio francés cuantifica las destrucciones de empleos debidas al 
desarrollo chino.  
 
Según un estudio llevado a cabo por Clément Malgouyres, economista del Banco de 
Francia, entre 2001, fecha de entrada de China en la Organización Mundial del 
Comercio, y 2007 “las importaciones chinas han destruido 90.000 empleos en la 
industria y 180.000 empleos en otros sectores de la economía” del Hexágono, o sea 
270.000 empleos. Estas cifras significan que el 13% del declive del empleo industrial 
puede ser explicado por la competencia china”, prosigue el estudio. 
 
Más específicamente, el déficit comercial de bienes de Francia con China ha 
aumentado. Cuando en 2001 sólo era de 5.000 millones de euros, el año pasado se 
elevaba a 28.700 millones. China es el segundo proveedor del Hexágono después 
de Alemania, delante de EE.UU. y Gran Bretaña. Y las exportaciones chinas a 
Francia están compuestas mayormente por productos informáticos, electrónicos y 
textiles. Sectores como el agroalimentario o la farmacia han sufrido menos del 
desarrollo de la economía china en los años 2000. 
 
Esta constatación cuantificada del impacto de la mundialización por parte de los 
economistas no es nueva. En 2013, un economista americano, David Autor, publicó 
un artículo en “American Economic Review” en el que mostraba que entre 2000 y 
2007 el alza de las importaciones chinas explicaba ella sola la mitad de las 
destrucciones de empleos industriales en EE.UU. A la luz de este estudio, Francia 
ha resistido mejor. Por el contrario, la integración de China en el comercio 
internacional habría surtido pocos efectos sobre el empleo industrial alemán, que en 
ese momento se benefició de la caída del muro de Berlín y de la apertura de Europa 
del este. 
 
Otro resultado del estudio es que el alza de las importaciones provenientes de China 
ha supuesto destrucción de empleos “concentradas en los empleos poco o 
medianamente cualificados y los efectos más perceptibles se han experimentado en 
los empleos medianamente cualificados de la industria manufacturera”.  
 
Las importaciones chinas son muy intensivas en trabajo no cualificado. Los salarios 
por hora en los empleos medianamente cualificados han progresado menos que los 
otros. Sin embargo, sin el SMI es probable que los salarios bajos habrían sido los 
que más habrían sufrido de la entrada de China en la globalización.  
 
El Seguro de Enfermedad deberá ser reformado en 2017. El Gobierno confirmó el 
día 20 de septiembre que el Objetivo nacional de progresión de los gastos del 
Seguro de Enfermedad (Ondam) va a ser aumentado a un 2,1%, en lugar del 1,7% 
como se recoge en el plan trienal de ahorro. Es decir, 700 millones de euros 
suplementarios.  
 
Y esto es lo que temía Didier Migaud, primer presidente del Tribunal de Cuentas, 
quien por la mañana de ese mismo día avisó al Ejecutivo sobre la necesidad de no 
relajar los esfuerzos en este sector de la Seguridad Social, que es el más deficitario 
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de todos. En su informe, el Tribunal de Cuentas estima necesario realizar 6.100 
millones de euros de ahorros en 2017 para respetar un Ondam de un 1,75%, tras 
3.200 millones en 2016. También subraya que los objetivos del Gobierno para 2016 
y 2017 son, en parte, ficticios, ya que las cuotas sociales de los médicos y de los 
médicos hospitalarios han sido borradas como por arte de magia. Gracias a lo cual, 
540 millones de euros de gastos se han evaporado en 2017 y 810 millones en dos 
años. Su reintegración conducirá a establecer un Ondam superior en 0,25 puntos en 
2017. 
 
Aunque se aumente, el Ondam será difícil de respetar el año próximo debido a los 
nuevos gastos no previstos en el plan trienal. El aumento del módulo salarial de los 
funcionarios públicos hospitalarios en febrero, en 0,6 puntos, va a costar 410 
millones de euros en 2017, a los que habrá que agregar 325 millones por 
revalorización de los itinerarios profesionales. Las clínicas también reclaman medios 
para poder aumentar el salario de los enfermeros. La cuenta, en el sector 
hospitalario podría alcanzar 860 millones de euros en 2017. Y a esto hay que sumar 
400 millones más por revalorización de los médicos liberales. Total, habrá que 
agregar 2.000 millones suplementarios a los 4.100 millones ya programados para el 
próximo año. 
 
Para los magistrados del Tribunal de Cuentas, el Seguro de Enfermedad debe ser 
reformado en profundidad. Su déficit corresponde, más o menos, al del régimen 
general de la Seguridad Social (alrededor de 5.000 millones de euros). 
 
La ministra de Asuntos Sociales, Marisol Touraine, que el viernes 23 de septiembre 
presentará los presupuestos de la Seguridad Social para 2017, debería aportar una 
respuesta.  
 
Es necesario un ajuste permanente para evitar la recaída del sistema de las 
pensiones. 30 años de reformas de las pensiones han terminado por dar fruto. La 
rama de las “Pensiones” de la Seguridad Social debería alcanzar el equilibrio este 
año (+300 millones de euros). También se espera que recuperen el equilibrio en 
2020 los regímenes complementarios de los trabajadores del sector privado, Agirc-
Arrco. 
 
Desde 1993 se han venido accionando todas las palancas. A largo plazo, la edad 
media de la jubilación se prolongará en tres años y quedará establecida en los 64 
años. Las pensiones de base y complementarias han sido contenidas, con un 
rendimiento actualizado de los descuentos afectados a su financiación que pasará, 
de un 2,5% antes de 1993 a un 1,75%. Las cotizaciones han aumentado, sin 
embargo, según el Tribunal de Cuentas la prolongación de la esperanza de vida 
permite contar con una duración de vida en el momento de la jubilación de “al menos 
igual a la de los asegurados que nacieron en 1935”.  
 
Pero la institución se preocupa por la persistencia del déficit del Fondo de 
Solidaridad Vejez (3.900 millones de euros). Ésta subraya igualmente la fragilidad 
del retorno al equilibrio de las pensiones si el escenario del alza de la productividad, 
en un 1,5% por año, no se realizase. Con un 1,3%, el régimen de base caería en 
2025 y, con un 1%, las cajas complementarias Agirc y Arrco bascularían a su vez. 
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El Tribunal de Cuentas estima que las previsiones actuales dependen demasiado del 
Consejo de Orientación de las Pensiones (COR) y pide la creación de un “organismo 
independiente”, que definiría hipótesis macroeconómicas más apretadas, con un 
horizonte de 15 a 20 años en lugar de 45. Una instancia común Estado-
interlocutores sociales-gestores de regímenes, podría después determinar, por 
adelantado, las modalidades de ajuste continuo de los parámetros del sistema de 
pensiones en caso de variación del ámbito macroeconómico. 
 
En una entrevista concedida al diario Les Echos del viernes 23 de septiembre, la 
ministra de Asuntos Sociales, Marisol Touraine, aseguraba que en 2017, el 
régimen general de la Seguridad Social (enfermedad, pensiones, familia, 
accidentes de trabajo), que « en 2011 arrojaba un déficit de 17.400 millones de 
euros, se encontrará a 400 millones del equilibrio”, agregando que “este 
quinquenio es la historia del final de los déficits sociales”. 
 
El año que viene, “tres sectores de los cuatro existentes habrán alcanzado el 
equilibrio; el seguro de vejez liberará un excedente de 1.600 millones de euros”, 
especificó la ministra. El seguro de enfermedad, que deberá realizar un ahorro de 
4.000 millones de euros, verá su déficit pasar “de 4.100 millones de euros a 2.600”, 
una “mejora muy clara”. 
 
« La derecha multiplicó las franquicias y aumentó el déficit. Nosotros habremos 
salvado la Seguridad Social”, se felicita la Sra. Touraine, según la cual los 400 
millones de euros de déficit restantes sólo representan, en un presupuesto de 
500.000 millones de euros “el grosor del trazo de una línea”. 
 
Entre las otras medidas que serán anunciadas por la ministra Touraine en la 
presentación de los presupuestos de financiación de la Seguridad Social, además de 
un aumento del precio del tabaco (del 15% según Les Echos), está también la 
creación de una tasa sobre el volumen de negocios de los distribuidores de tabaco 
que “que supondrá una ganancia de 130 millones de euros anuales que se destinará 
al “nuevo fondo de lucha contra el tabaquismo”. 
 
También se creará un fondo para la innovación médica que “financiará, a largo 
plazo, los tratamientos innovadores”; ello permitirá “igualar los picos de gasto” 
vinculados a la llegada de nuevos tratamientos costosos para la Seguridad Social. 
Los mecanismos ya existentes de regulación del precio de los medicamentos serán 
reconducidos. « Este fondo estará dotado con 800 millones de euros en el momento 
de su creación, de los cuales 200 millones serán gastados ya en 2017 para absorber 
el choque que va a suponer la llegada de las inmunoterapias contra el cáncer”, 
detalla la ministra. Éste se deberá reconstituir con el paso de los años”. 
 
Los ahorros en la gestión de las Cajas (del seguro de enfermedad) o las medidas de 
lucha contra el fraude deberían suponer, para los regímenes sociales, 1.500 millones 
de euros suplementarios en total. 
 
Según la Comisión de Cuentas, el déficit de la Seguridad Social (régimen general y 
fondo de solidaridad de las pensiones, que abona las cotizaciones por jubilación de 
los demandantes de empleo y las pensiones mínimas) debería disminuir 
sustancialmente en 2016 a 7.100 millones de euros. 
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La ministra de Trabajo, Myriam El Khomri, está terminando las reuniones 
bilaterales con los interlocutores sociales que inició a principios de septiembre. 
Aunque el tema del seguro de paro ha estado en el centro de las discusiones, 
oficialmente todavía no es de actualidad. No obstante, el Ejecutivo ya ha empezado 
a trabajar este expediente. 
 
Tras el fracaso de las negociaciones empresarios-sindicatos antes del verano, el 
Gobierno ha tratado de abordar las cuestiones más apremiantes prolongando el 
convenio del seguro de paro de 2014, y el decreto ad-hoc fue publicado en julio 
pasado. Pero también ha pedido al empresariado y a los sindicatos que se vuelvan a 
sentar a la mesa de las negociaciones en otoño.  
 
Ahora bien, la organización de Pierre Gattaz es la que posee la llave que va a abrir 
la puerta de las negociaciones. Los sindicatos están dispuestos, a condición de que 
el Medef vuelva sobre su rechazo a negociar el gravamen suplementario de los 
contratos precarios, que es lo que hizo fracasar las negociaciones en el mes de 
junio. 
 
En su última rueda de prensa, el Sr. Gattaz no dio ninguna señal de apertura; por el 
contrario, reafirmó su rechazo a cualquier aumento del coste del trabajo. En el seno 
del Ejecutivo muchos dudan de la capacidad -e incluso de la voluntad- de Pierre 
Gattaz de modificar su posición para relanzar las negociaciones. Cuando las últimas 
previsiones de la Unedic (organismo que gestiona el seguro de paro) confirman que 
su déficit va a aumentar, algunos reflexionan ya sobre otro escenario: publicar un 
nuevo decreto que pondría fin al statu quo. 
 
Consulta previa 
 
En este caso, es difícil de imaginar que el Gobierno vaya a tocar los derechos de los 
demandantes de empleo, cuando el régimen prevé que su número va a aumentar el 
año próximo. Sería correr el riesgo de relanzar las protestas sociales. Otra cosa es ir 
a buscar soluciones del lado de los contratos cortos. La medida, que constituiría un 
marcador de la izquierda, tentaría a la ministra El Khomri y podría encontrar eco en 
Matignon. Durante el conflicto sobre la reforma laboral, el primer ministro propuso, al 
principio, recoger en el Código de Trabajo la obligación de variación de las cuotas en 
función de la duración del contrato de trabajo. Ello podría así financiar la 
sostenibilidad de la operación de formación de 500.000 demandantes de empleo.  
 
Después de la ley relativa a la reforma laboral, lo que está claro es que esta vez el 
Gobierno no hará nada sin haber lanzado antes una consulta oficial a los 
interlocutores sociales.   
 
Unedic: la paradoja de los contratos cortos  
 
Según la Unedic, el número de contratos de duración determinada cortos, de un mes 
o menos, estalló hace unos 15 años. Por otra parte, los gastos de indemnización 
después de un CDD, cualquiera que sea su duración, son 3,3 veces superiores a los 
ingresos asociados. La relación es menos desequilibrada en el caso de los contratos 
de interinidad (2,7) y positivo en el caso de los CDI (0,86). 
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Sin embargo, la combinación de las dos tendencias no ha provocado un estallido de 
las cuentas del seguro de paro. Una de las explicaciones afecta a la estructura de 
las contrataciones, marcadas por una gran estabilidad. Los CDD cortos se pueden 
multiplicar, pero los CDD en su conjunto están estancados en un 9% de los 
contratos firmados desde 1995. Los CDI (76%) y los interinos (2%) experimentan la 
misma estabilidad. En claro: un CDD de 12 meses o 52 CDD de una semana cada 
uno pesarían prácticamente lo mismo en términos de indemnización. 
 
Seguridad Social: novedades para 2017. El proyecto de ley relativo a la 
financiación de la Seguridad Social, que fue presentado a la prensa el viernes 23 de 
septiembre, comporta una larga lista de nuevas medidas: 
 
▪ Aplicación de la condición de ingresos en varios nichos sociales: Las 
exoneraciones de cuotas sociales concedidas a los demandantes de empleo y a los 
creadores de empresa estarán reservadas a los trabajadores autónomos que, al 
término de su primer año de actividad, constaten que sus ingresos son inferiores a 
38.616 euros. Lo mismo ocurrirá en el caso de las remuneraciones que se benefician 
de la exoneración denominada “Yacimientos de empleo a dinamizar”. Estas dos 
medidas permitirán ahorrar 15 millones de euros.  
 
El Gobierno piensa también ahorrar 40 millones reduciendo el techo máximo de la 
base de las cuotas sociales concedido a varias profesiones. Esta deducción a tanto 
alzado puede alcanzar, en la actualidad, 7.600 euros. 
 
▪ Deducción de las cuotas sociales de los trabajadores autónomos humildes: En 
2015, los autónomos con ingresos anuales inferiores a 40.000 euros netos se 
beneficiaron de la exoneración de las cotizaciones familiares hasta un límite de 
1.000 millones de euros. En 2017, aquellos cuyos ingresos sean inferiores a 27.000 
euros podrán reducir su porcentaje de cotizaciones por enfermedad. La reducción, 
decreciente, será como máximo de 3,5 puntos y el esfuerzo financiero de 150 
millones de euros. Esto afectará a 1.800.000 trabajadores autónomos. 
 
▪ Nuevas medidas contra el trabajo ilegal: Cuando un trabajador desplazado no esté 
en medida de presentar el formulario que demuestra que está afiliado a la Seguridad 
Social de otro país europeo, la empresa deberá pagar una multa cuya cuantía a 
tanto alzado será de 3.218 euros. 
 
Por otra parte, se va a crear un procedimiento de embargo preventivo sin 
intervención previa del juez, de la ejecución que se va a llevar a cabo: en caso de 
trabajo ilegal éste permitirá embargar los bienes de las personas morales o físicas 
que éstas o terceros posean, con el fin de garantizar la deuda por cobrar. 
 
▪ Extensión de la jubilación progresiva: el mecanismo de jubilación progresiva, que 
empieza a desarrollarse desde que la edad legal de la jubilación fue reducida a 60 
años, va a ser extendido a los trabajadores que trabajan para varios empleadores. 
Así, los trabajadores a domicilio, como por ejemplo las asistentas, podrán 
beneficiarse del mismo. En la actualidad 8.500 trabajadores disfrutan de la jubilación 
progresiva. 
▪ Esfuerzos destinados al Fondo de Solidaridad de las Pensiones (FSV): El FSV, que 
asume los gastos de solidaridad vinculados a la vejez, estancará el año próximo con 
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un déficit de 3.800 millones de euros. Para recuperarlo, una parte de las cargas 
serán transferidas progresivamente al seguro de vejez, que ahora es excedentario. 
Se trata de la financiación de la mitad del coste mínimo contributivo, o sea 3.500 
millones de euros en 2016. En 2017, esta transferencia será de 1.000 millones, y en 
2020 culminará con 3.600 millones de euros. Así, el FSV volverá a estar equilibrado 
dentro de cuatro años. 
 
La tasa de paro vuelve a subir en un 1,4% en el mes de agosto. En Francia 
metropolitana, el número de demandantes de empleo de categoría A, es decir, los 
que no han desarrollado ninguna actividad durante el mes, ha aumentado en 50.200, 
lo que supone un alza del 1,4% con relación al mes de julio. Esta subida afecta a 
todas las clases de edad, y es del 1% en tres meses. La reducción desde el 1 de 
enero del número de parados de esta categoría, que es la más vigilada, queda así 
relativizada puesto que “sólo” es de 23.700 parados, y alcanza 3.550.000 de 
personas. 
 
Hay que remontarse a enero de 2013 para encontrar semejante deterioro del paro. 
Para la ministra de Trabajo, Myriam El Khomri, es debido a “las dificultades” 
encontradas en ciertos sectores “particularmente afectados” tras los atentados del 
mes de julio: el turismo, la restauración, la hotelería y el comercio del ocio, 
principalmente. Este factor coyuntural ha sido “ampliado” por un factor puramente 
técnico vinculado al aumento “inhabitual” del número de actualizaciones de los 
demandantes de empleo, ha agregado la ministra. 
 
Concretamente, el nuevo calendario de actualización establecido el 1 de enero y que 
va del 28 de mes precedente al 15 del mes corriente. Los parados suelen actualizar 
su situación en Pôle emploi en días laborables, y como ha habido dos días 
laborables más en el periodo que va del 28 de julio al 15 de agosto con relación al 
que va del 28 de junio al 15 de julio, Pôle emploi ha registrado bastantes menos 
errores de actualización: 172.000 frente a 231.000 y, por lo tanto, menos “salidas” de 
sus estadísticas de las categorías A, B (parados que trabajan menos de 78 horas en 
el mes) o C (que trabajan más de 78 horas). 
 
“El aumento atípico del mes de agosto no tiene relación con la evolución general de 
la coyuntura”, relativiza la ministra El Khomri, apuntando especialmente hacia el alza 
de las declaraciones de reclutamiento en agosto, sin contar los interinos -que han 
progresado en un 3,7%-, los efectos del “plan Pymes” y los que se esperan del plan 
de 500.000 formaciones suplementarias. En cuanto a los efectos de los atentados, 
serían en gran parte borrados, debido a que el Insee ha comprobado una fuerte alza 
en el sector de la hotelería y la restauración en septiembre. 
 
“La crisis del turismo ha sido particularmente violenta en el caso de los trabajadores 
temporeros”, confirma Bertrand Martinot, economista y antiguo delegado general 
para el Empleo y la Formación profesional (en la actualidad asesor de Valérie 
Pécresse, presidenta de la región Isla de Francia). Esto explica una parte de los 
malos resultados del mes de agosto, pero no es la única explicación, pues si los 
jóvenes, que componen la mayoría de los batallones de temporeros han aumentado 
mucho en la categoría A, también es el caso de los mayores de 50 años. Además, 
analiza el Sr. Martinot, algunas regiones –que no cuentan entre las más turísticas, 
como el Paso de Calais-Picardía, salen peor paradas que la media nacional. 
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Si a esto se agrega que las entradas en formación se han acelerado claramente el 
mes pasado, es posible que una parte del deterioro venga también de los efectos de 
la actualización de las listas de parados. “Estos efectos técnicos existen, son muy 
difíciles de evaluar y a veces actúan en un sentido y otras veces en otro”, relativiza 
Bertrand Martinot.  
 
A este estadio, no se puede concluir que las cifras de agosto solas marcan una 
nueva alza duradera de la tasa de paro. La publicación por el Insee de dicha tasa 
según los criterios de la OIT en el tercer trimestre de 2016 permitirá aclarar las cosas 
ya que esta cifra no depende en nada del azar administrativo. 
 
Para 2016, la Unedic cuenta con un reflujo de 124.000 demandantes de empleo de 
la categoría A. A partir de ahora será necesario un retroceso de 25.000 por mes de 
aquí a final de año para alcanzar dicha cifra. Lo que el entorno de la ministra ve 
perfectamente posible. Pero, mientras tanto, el impacto político de la cifra de agosto 
se anuncia devastador para François Hollande. 
 
Y el Ejecutivo trata de minimizar esta alza de la tasa de paro. El martes 27 de 
septiembre, el presidente de la República, que asistía a un evento en el palacio del 
Louvre, se guardó muy bien de comentar el aumento de las cifras del paro del mes 
de agosto ante los periodistas. De eso se encargaron varios de sus colaboradores, 
quienes relativizaron la situación imputándola especialmente al impacto de los 
atentados durante la temporada turística.  
 
“Las cifras mensuales no cuestionan la trayectoria ni el camino recorrido hasta 
ahora. La reversión de la curva está ahí”, defiende la ministra de Trabajo, Myriam El 
Khomri, ante los micrófonos de Radio Classique. “Lo que cuenta es la tendencia […]. 
Desde hace un año el paro viene bajando”, agrega Marisol Touraine, ministra de 
Asuntos Sociales, estimando que “una política no se resume” al paro. A falta de 
“disminución”, Bruno Le Roux, líder de los diputados del Partido Socialista, evoca 
“una fase de estabilización”. 
 
Una manera de socorrer al jefe del Estado que condicionó su candidatura a las 
elecciones presidenciales de 2017 a la reversión de la curva del paro, y que la 
oposición criticó el martes, en consonancia con Alain Juppé, declarando que “es un 
fracaso desastroso”.  
 
La famosa reversión, que debía durar un año, fue prometida entre las dos vueltas del 
escrutinio de 2012. La fecha tope fue retrasada después hasta final de 2013. Luego, 
tras este fracaso, en abril de 2014 François Hollande previno, sorprendiendo a todo 
el mundo, que “si el paro no disminuye de aquí a 2017 no tengo ninguna razón de 
ser candidato a un segundo mandato”. Ahora bien, para ser “creíble”, ha recalcado 
desde entonces en numerosas ocasiones, la disminución de los demandantes de 
empleo debe ser “larga y repetida”.  
 
Las próximas cifras del paro se anuncian pues determinantes para el inquilino del 
Elíseo, que debería anunciar su decisión en relación con su candidatura de aquí a 
final de año.  
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El mes de septiembre finaliza con la noticia de que tal vez se retomen las 
negociaciones sobre el empleo de los jóvenes en 2017, después de que se 
lleve a cabo la elaboración de un diagnóstico profundo de la situación de este 
colectivo. 
 
La ministra de Trabajo, Myriam El Khomri, se reunió el 27 de septiembre con los 
interlocutores sociales y las organizaciones de jóvenes, con el fin de lanzar una 
concertación sobre el empleo de este colectivo. Su objetivo es llevar a cabo un 
diagnóstico profundo de su acceso al empleo y la concertación debería lograr la 
redacción por el Gobierno de un documento de orientación y, eventualmente, el 
lanzamiento de las negociaciones destinadas a movilizar los instrumentos paritarios 
a favor del empleo de los jóvenes. 
 
La idea de realizar un nuevo balance y relanzar las iniciativas orientadas hacia el 
empleo de los jóvenes data de la Gran Conferencia Social de 2014, aunque no se le 
dio curso hasta la presentación por Manuel Valls del plan para la juventud, el 11 de 
abril pasado. El 27 de septiembre de 2016, más de cinco meses después de su 
anuncio, la concertación sobre el acceso de los jóvenes al empleo ha sido lanzada 
finalmente por la ministra de Trabajo. Ésta conducirá a la elaboración de un 
documento de orientación y constituye, según Myriam El Khomri, “una etapa 
importante en el camino que lleva a las negociaciones”, que ella misma reivindica y 
que podría ser lanzada a principios de 2017. 
 
Seis sesiones para lograr… 
 
Tras la sesión inaugural del 27 de septiembre, la concertación se articulará en torno 
a seis sesiones temáticas cuyo calendario es el siguiente: 
▪ Martes, 4 de octubre: el encuentro estará dedicado a la determinación de las 
características específicas de la situación de los jóvenes en Francia, con respecto al 
empleo duradero y de calidad. Se comparará, especialmente, la situación de los 
jóvenes en Francia con la de otros países. 
▪ Miércoles, 19 de octubre: Las discusiones abordarán la cuestión de la transición 
entre la educación, la formación y el empleo, centrándose en los obstáculos y en los 
factores de éxito. 
▪ Jueves, 3 de noviembre: los participantes en la concertación estudiarán la eficacia 
de los dispositivos de inserción profesional de los jóvenes. 
▪ Jueves, 17 de noviembre: ese día, los intercambios estarán dedicados al inicio en 
la vida profesional: itinerarios, movilidad y adquisición de derechos. 
▪ Jueves, 1 de diciembre: durante esta reunión se examinarán las prioridades y las 
palancas que permiten levantar los frenos periféricos al empleo de los jóvenes. 
▪ Jueves, 8 de diciembre: la concertación celebrará su sesión de clausura y en ella 
se examinará el informe previo del diagnóstico. 
 
Un diagnóstico profundo y una eventual negociación  
 
Las negociaciones estarán animadas por la Dares (dirección de Animación de la 
Investigación, los Estudios y las Estadísticas del ministerio de Trabajo) y France 
Stratégie (organismo tutelado por el primer ministro). Este último va a crear un sitio 
Internet en el que se podrán volcar las contribuciones.  
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En los próximos días se constituirá un grupo de trabajo compuesto por una quincena 
de personas para llevar adelante los debates. Este grupo reunirá a las 
organizaciones patronales y sindicales más representativas, así como a cuatro 
organizaciones de jóvenes (Fage, Unef, MRJC y JOC). Según la temática abordada, 
las colectividades territoriales (regiones de Francia, Francia urbana, AMF, ADCF, 
etc.) y expertos, se asociarán a los trabajos. También contribuirán en los debates 
actores públicos como la dirección general de Empleo y Formación profesional 
(DGEFP), el Centro de Estudios e Investigación sobre las Cualificaciones (Cerec) y 
el Instituto de Investigaciones Económicas y Sociales (Ires). 
 
El informe de diagnóstico deberá permitir identificar los dispositivos de política 
nacional que ya se están aplicando, los instrumentos paritarios movilizados y la 
acción de las empresas destinada al empleo de los jóvenes. Y una vez finalizado 
este informe y entregado por France Stratégie y la Dares, el Gobierno elaborará, en 
colaboración con los interlocutores sociales, un documento de orientación que será 
presentado a final de diciembre de 2016. Éste podría luego servir de base a una 
nueva negociación interprofesional sobre el empleo de los jóvenes. Nada garantiza 
que esta negociación será lanzada pero, según el ministerio, en el momento de las 
bilaterales que han precedido la reunión del día 27 de septiembre, todas las 
organizaciones se han mostrado abiertas al inicio de nuevas acciones. Estos 
trabajos no tienen por vocación crear nuevas medidas o una eventual transposición 
legislativa, a falta, especialmente, de vehículo legislativo disponible antes de que 
finalice el mandato presidencial. 
 
Pistas evocadas por la ministra 
 
En su discurso inaugural, la ministra de Trabajo ha identificado ciertos puntos sobre 
los cuales estima que es necesario avanzar. En primer lugar, Myriam El Khomri 
considera que los interlocutores sociales deberían implicarse más en el trabajo de 
las misiones locales, con el fin de fortalecer el acompañamiento de los jóvenes con 
mayores dificultades. Luego, los “instrumentos paritarios”, tales como la Asociación 
para el Empleo de los Cuadros (Apec), podrían movilizarse para luchar mejor contra 
la discriminación en el momento de la contratación.  
 
Los debates podrían igualmente favorecer un acercamiento entre el mundo de la 
alternancia y el de la inserción y la formación continua. En este sentido, los jóvenes 
de las misiones locales deberían ver abiertas las puertas de los centros de formación 
de aprendices (CFA), y los contratos subvencionados deberían convertirse en 
itinerarios de alternancia que les permitan acceder a una cualificación. Finalmente, 
la movilización de los “instrumentos paritarios” podría ser fortalecida para, todos 
juntos, levantar los frenos periféricos al empleo, ya sea en términos de movilidad, de 
equipamiento, de mutuas de salud o de vivienda. 


